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2022_878595 

MAGISTRADA 
MARIA NANCY GARCÍA GARCÍA 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI - SALA LABORAL  

E.  S.  D. 
 
 

REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

DEMANDANTE:  PEDRO NEL MARTINEZ MORENO CC 5227714 
DEMANDADO:  Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES 

Fondo de Pensiones y Cesantías PORVENIR S.A 

RADICACIÓN:  76001310500120220002901 
 

 
JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ, abogada en ejercicio, identificada como aparece al pie 
de mi correspondiente firma, obrando en calidad de apoderada sustituta de la Administradora 

Colombiana de Pensiones COLPENSIONES; estando dentro del término de ley, de manera 
respetuosa presento los ALEGATOS DE CONCLUSIÓN en el proceso de la referencia, de la 
siguiente manera; 

 
El señor PEDRO NEL MARTINEZ MORENO, solicita en la instancia, que se declare la nulidad 

y/o la ineficacia de su traslado efectuado del RPM administrado hoy por la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES al RAIS administrado actualmente por la 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A., contando con 

65 años de edad. 
 

En el caso de estudio, el señor PEDRO NEL MARTINEZ MORENO, se afilió inicialmente al 
RPM administrado por el ISS hoy ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES y se trasladó al RAIS administrado por la ADMINISTRADORA DE FONDO 

DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A, el 16 de septiembre de 1999, siendo esta 
AFP en la que se encuentra actualmente afiliado, por lo que dicho traslado tiene plena validez, 
conforme al Artículo 2 de la Ley 797 de 2003, el cual modificó el literal e) del Artículo 13 de la 

Ley 100 de 1993. 
 

El 10 de diciembre de 2021, solicitó su afiliación y/o trasladó al RPM administrado por 
Colpensiones sin aportar prueba alguna para el efecto, contando con 65 años de edad, esto 
es, superando la edad mínima para ser beneficiario de una pensión de vejez en el RPM, 

conforme al art. 33 de la ley 100 de 1993 modificado por el art. 9 de la ley 797 de 2003, 
teniendo en cuenta que la edad mínima es de 62 años para los hombres, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 100 de 1993 art. 33. modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003. 
Así las cosas, no resultó procedente en sede administrativa el traslado del demandante al 
régimen de prima media con prestación definida administrado por la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, pues dicha entidad no puede hacer otra cosa 
que ajustarse a los parámetros establecidos en las normas colombianas y en el presente caso 

aplica estrictamente lo establecido en el Artículo 13. Literal “E” Literal modificado por el artículo 
2 de la Ley 797 de 2003; “el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez 
(10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez; (…)”  
 
Aunado a lo anterior, el demandante, debió demostrar en la demanda la pérdida de un 
tránsito legislativo o la frustración de una expectativa legitima ocasionada por la decisión de 

trasladarse al Régimen de Ahorro Individual; no obra prueba de que exista falsedad en el 
formulario de afiliación al RAIS o que el empleador lo haya afiliado sin su consentimiento, de 

conformidad con el literal “B”, del art. 13 de la Ley 100 de 1993, además ha permanecido en 
el mismo desde el año 1999 hasta la actualidad, esto es por más de 22 años, sin mostrar 
inconformidad alguna respecto de la administración de sus bienes en los fondos privados, y los 
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beneficios ofrecidos, por lo que es su fondo pensional actual con el que conserva su posibilidad 

pensional, pues podría acceder al reconocimiento y pago de una Prestación Económica, 
presumiéndose entonces para todos los efectos la buena fe del acto contraído y que dicho 
traslado lo realizó bajo su consentimiento libre y voluntario. 
 
Debe de tenerse en cuenta que para el momento de la afiliación al RAIS era imposible predecir 

el los Ingreso Base de Cotización sobre los cuales cotizaría el demandante en los próximos 
años y calcular una futura mesada pensional real, pues se habla de un hecho futuro e incierto. 
 

El literal “b” del artículo 13 la Ley 100 de 1993, expresa: “La selección de uno cualquiera de 
los regímenes previstos por el artículo anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien 
para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado” 
 
De la norma antes indicada se concluye que, en cabeza de los afiliados recae la potestad 

exclusiva de elegir el régimen pensional al cual desean vincularse, por tanto, al mediar 
formulario de afiliación al RAIS para los asuntos en que se pretende la declaratoria de nulidad 
del acto jurídico, es menester señalar que dichos formularios, a la luz del artículo 13 de la ley 

100 de 1993, modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003, constituyen prueba plena de 
la voluntad del afiliado al momento de efectuar su traslado. 

 
Por otro lado, el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 indica que “el afiliado no podrá 
trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para 
tener derecho a la pensión de vejez;” Dicha prohibición de traslado también fue avalada por 
la Corte Constitucional en la sentencia C-1024 DE 2004 con consideraciones que, si bien se 

referían a una norma posterior, se reafirma la pertinencia de esas limitaciones a la movilidad 
entre regímenes, norma que supero el test de proporcionalidad. 
 

Así las cosas y del caso en concreto se tiene que al encontrarse inmerso en la prohibición 
legal prevista en el literal “e” de la citada norma, y al haberse efectuado un acto que se reputa 
a todas luces motivado por la voluntad de quien lo suscribe, y por ende valido; no estarían 

llamadas a prosperar las pretensiones relativas a la ineficacia de la afiliación y/o nulidad de 
traslado que se predican. 

 
En lo que respecta a los presuntos vicios en el consentimiento configurados al momento del 
traslado al RAIS, con fundamento en la ausencia de una proyección de la mesada pensional, 

y en la presunta desventaja que comporta para el afiliado recibir una mesada pensional en el 
RAIS en lugar del RPM, resulta menester señalar que, a diferencia de lo que se plantea en la 

demanda, tales circunstancias no constituyen vicios en el consentimiento. De un lado porque 
para el momento de la afiliación no era imposible predecir los Ingresos Base de Cotización 
sobre los cuales cotizaría la parte demandante en los próximos años y calcular una futura 

mesada pensional real en el momento de la afiliación, pues los ingresos económicos podrían 
variar en relación a los reportados en su Historia Laboral hasta esa fecha. Adicional a ello, tal 
como lo ha expresado la Honorable Corte Constitucional ha manifestado en la Sentencia C- 
086 de 2002, Magistrado Ponente CLARA INES VARGAS HERNANDEZ, “es claro que el 
sistema de Seguridad Social en pensiones no tiene por finalidad preservar el equilibrio cuota prestación 
sino la debida atención de las contingencias a las que están expuestas los afiliados y beneficiarios, 
además por que el régimen de prestaciones de la seguridad social en pensiones no es un régimen contractual 
como el de los seguros privados sino, todo lo contrario se trata de un régimen legal de una manera se 
asienta en el régimen contributivo en el que los empleadores y el estado participan junto a los 
trabajadores en los aportes que resultan determinantes en la cuantía de la Pensión. De ahí que los 
afiliados a la seguridad social no ostenten un derecho subjetivo a una cuantía determinada de las pensiones 
futuras, esto es, las pensiones respecto de las cuales no se ha producido el hecho que las causa” (…) 
 
Corte Suprema de Justicia SL1452 del 03 de abril de 2019, respecto del deber de 

información de las AFP, señaló, (…) 
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1. El deber de información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones: Un deber 

exigible desde su creación 
 
1.1 Primera etapa: Fundación de las AFP. Deber de suministrar información necesaria y 

transparente 
Con estos argumentos la Sala ha defendido la tesis de que las AFP, desde su fundación e incorporación al 
sistema de protección social, tienen el «deber de proporcionar a sus interesados una información completa y 
comprensible, a la medida de la asimetría que se ha de salvar entre un administrador experto y un afiliado 
lego, en materias de alta complejidad», premisa que implica dar a conocer «las diferentes alternativas, con 
sus beneficios e inconvenientes», como podría ser la existencia de un régimen de transición y la eventual 

pérdida de beneficios pensionales (CSJ SL 31989, 9 sep. 2008).  
 

Y no podía ser de otra manera, pues las instituciones financieras cuentan con una estructura corporativa 

especializada, experta en la materia y respaldada en complejos equipos actuariales capaces de conocer los 
detalles de su servicio, lo que las ubica en una posición de preeminencia frente a los usuarios. Estos últimos, 
no solo se enfrentan a un asunto complejo, hiperregulado, sometido a múltiples variables actuariales, 

financieras y macroeconómicas, sino que también se enfrentan a barreras derivadas de sus condiciones 
económicas, sociales, educativas y culturales que profundizan las dificultades en la toma de sus decisiones. 

Por consiguiente, la administradora profesional y el afiliado inexperto se encuentran en un plano desigual, 
que la legislación intenta reequilibrar mediante la exigencia de un deber de información y probatorio a cargo 
de la primera.   

 
Por lo demás, esta obligación de los fondos de pensiones de operar en el mercado de capitales y previsional, 
con altos estándares de compromiso social, transparencia y pulcritud en su gestión, no puede ser trasladada 

injustamente a la sociedad, como tampoco las consecuencias negativas individuales o colectivas que su 
incumplimiento acaree, dado que es de la esencia de las actividades de los fondos el deber de información y 
el respeto a los derechos de los afiliados. 

 
Por último, conviene mencionar que la Ley 795 de 2003, «Por la cual se ajustan algunas normas del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones» recalcó en su artículo 21 este deber 

preexistente de información a cargo de las administradoras de pensiones, en el sentido que la información 
suministrada tenía como propósito no solo evaluar las mejores opciones del mercado sino también la de 
«poder tomar decisiones informadas».  
 
1.2 Segunda etapa: Expedición de la Ley 1328 de 2009 y el Decreto 2241 de 2010. El deber 

de asesoría y buen consejo 
(…) De esta forma, el deber de asesoría y buen consejo comporta el análisis previo, calificado y holístico de 
los antecedentes del afiliado y los pormenores de los regímenes pensionales, a fin de que el asesor o promotor 

le informe lo pertinente. Esta fase supone el acompañamiento e interacción con personas expertas en la 
materia que le permitan al trabajador, con respaldo en la opinión, sugerencia o ilustración de su asesor, 
tomar decisiones responsables en torno a la inversión más apropiada de sus ahorros pensionales. 

 
1.3 Tercera etapa: Expedición de la Ley 1748 de 2014, el Decreto 2071 de 2015 y la 

Circular Externa n.° 016 de 2016. El deber de doble asesoría 

 
El derecho a la información ha logrado tal avance que, hoy en día, los usuarios del sistema pensional tienen 
el derecho a obtener información de asesores y promotores de ambos regímenes, lo cual se ha denominado 

la doble asesoría. Esto le permite al afiliado nutrirse de la información brindada por representantes del 
régimen de ahorro individual con solidaridad y del de prima media con prestación definida a fin de formar un 
juicio imparcial y objetivo sobre las reales características, fortalezas y debilidades de cada uno de los 

regímenes pensionales, así como de las condiciones y efectos jurídicos del traslado.  
 

En tal sentido, el parágrafo 1.° del artículo 2.° de la Ley 1748 de 2014, adicionó al artículo 9.° de la Ley 1328 
de 2009, el derecho de los clientes interesados en trasladarse de regímenes pensionales, de recibir «asesoría 
de representantes de ambos regímenes, como condición previa para que proceda el traslado entre regímenes. 
Lo anterior de conformidad con las instrucciones que para el efecto imparta la Superintendencia Financiera 
de Colombia». 

 

En consonancia con este precepto, el artículo 3.° del Decreto 2071 de 2015, modificó el artículo 2.6.10.2.3 
del Decreto 2555 de 2010 
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En desarrollo de ese mandato legal, la Superintendencia Financiera expidió la Circular Externa 016 de 2016, 

relacionada con el deber de asesoría que tienen las administradoras del Sistema General de Pensiones para 
que proceda el traslado de sus afiliados, la cual fue incorporada en el numeral 3.13 del Capítulo I, Título III, 
Parte II de la Circular Externa 029 de 2014 (Circular Básica Jurídica) (…) 

 
Finalmente, también se recalca el tema de la prescripción, pues si bien se tiene que la 
discusión atañe a temas pensionales, por cuanto implica los fondos del sistema pensional, no 

es menos cierto que no se discute si el actor le asiste el derecho a pensionarse o no, pues el 
debate se circunscribe al momento principal de la afiliación, situación que se es regida por 

temas contractuales, de los cuales se evidencia se cumplen cada uno de los puntos neurálgicos 
para hablar de la valides de la afiliación por parte del aquí demandante, y con estas 
circunstancias se tiene que hay que diferenciar la prescripción del derecho, que en el caso 

sería a pensionarse y a percibir una mesada pensional que corresponda y por otro lado es la 
prescripción de la acción del traslado, oportunidad que dejo vencer el actor, pues pretende 
que ahora que ya lleva más de 10 años vinculado en el sistema de ahorro individual y sus 

beneficios, se ordene el traslado por considerar la no conveniencia de este.  
 

Aunado a ello, de conformidad con los documentos anexos con la demanda se establece que 
las pretensiones se fundan en afirmaciones subjetivas al considerar que no puede obtener la 
prestación pensional en la forma pretendida. Por otra parte, dentro del expediente procesal 

no media prueba verídica, absoluta y fehaciente que acredite de forma inequívoca que la 
información proporcionada por parte del Fondo de Pensiones Privado y que su actuar al 

momento de realizar la presunta asesoría para efectuar el traslado de régimen pensional, se 
haya hecho de tal forma que afecte el consentimiento de la parte demandante, en 
consecuencia no es procedente aseverar, que dentro del caso media una situación en la cual 

incide los vicios del consentimiento, contemplado en el artículo 1508 y concordantes del 
Código Civil, debido a la ausencia probatoria.  

 
Así mismo y teniendo en cuenta la edad de la parte demandante, es de señalar que conforme 
al artículo 13 de la ley 100 de 1993 modificado por la ley 797 de 2002 artículo 2, no es posible 

efectuar el traslado de régimen toda vez que la parte se encuentra inmersa dentro de dicha 
prohibición.  
 

Es por ello, que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, por 
mandato de la ley y la jurisprudencia y las precisiones de la sentencia SL1452 del 03 de abril 

de 2019, no está obligada a trasladar al demandante a sus 65 años de edad, del Régimen 
de Ahorro Individual con Solidaridad administrado actualmente por la AFP PORVENIR S.A 
 

De accederse a las pretensiones, se debe de tener en cuenta que, cuando se declara la nulidad 
y/o ineficacia del traslado (según se advierte en las sentencias CSJ SL, 8 sep. 2008, rad. 

31989, CSJ SL17595-2017, CSJ SL4989-2018 y CSJ SL1421-2019, rad. 56174) hay lugar a 
reintegrar la totalidad de la cotización, es decir: i) Recursos cuenta individual de ahorro, ii) 
Cuotas abonadas al Fondo de Garantía de Pensión Mínima, iii) Rendimientos, iv) Anulación de 

Bonos Pensionales v). Porcentaje destinado al pago de Seguros Previsionales y gastos de 
administración. 
 

Frente a la condena en costas de primera instancia, se solicita se revoquen las mismas, toda 
vez que no recayó en COLPENSIONES, la falta de traslado en el término de ley por parte del 

afiliado, además se le respetó su libre elección del régimen pensional del que quería hacer 
parte, de conformidad con lo dispuesto en el literal “B” del art. 13 de la Ley 100 de 1993, literal 
“E”, art. 13 ibídem, modificado por el art. 02 de la ley 797 de 2003 y el art. 33, ibídem, 

modificado por el art. 9 de la Ley 797 de 2003. Aunado a ello, no se tuvo en cuenta que, la 
decisión de negar el traslado al demandante a sus 65 años de edad, se debió 

exclusivamente al estudio y a la aplicación minuciosa de la normativa aplicable al caso y a la 
falta de soportes probatorios que permitieran inferir certeza en sus manifiestos de falta de 
consentimiento y al ser Colpensiones una entidad del Estado no le es posible apartarse de los 

postulados que regulan la materia, pues en estos casos el derecho al retorno nace en virtud 
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del fallo judicial tras el estudio del caso en particular y a la interpretación que le pueda dar el 

juez en ejercicio de su función, a las normas sociales y ajustarlas a los postulados y objetivos 
fundamentales de la seguridad social, y que a las entidades que la gestionan no les compete y 
les es imposible predecir, de tal forma que el fondo privado debe demostrar que si cumplió con 

su deber legal de informar correctamente las vertientes de afiliarse al RAIS, situación muy 
ajena y que desconoce mi defendida.  

 
Se debe tener en cuenta que la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES, es la entidad que administra el régimen de prima media con prestación 

definida y en estricto sentido, es la entidad que administra el patrimonio de los afiliados, por 
lo que debe y tiene la obligación de vigilar y garantizar su custodia, razón que hace que tenga 
que ser cauta y cuidadosa al estudiar y acceder a las pretensiones incoadas en su contra en 

los procesos como el presente, donde no le asiste derecho alguno a la parte que incoa la acción. 
 

Así las cosas, solicito de manera respetuosa al Honorable TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO 
JUDICIAL DE CALI – SALA LABORAL, revocar la Sentencia de Primera Instancia N°. 064 del 31 
de marzo de 2022, dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Cali, y absolver a la 

Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 
 

En estos términos quedan sustentados los alegatos de conclusión.  
 
De usted, respetuosamente, 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 

 
 
 

 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 

 
 

 
 
___________________________ 

JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ 
C.C. No. 1.116.248.568 de Tuluá 
T.P. No. 305.543 del C.S.J. 
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2022_878595 

MAGISTRADA 
MARIA NANCY GARCÍA GARCÍA 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI - SALA LABORAL  

E.  S.  D. 
 
 

REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:  PEDRO NEL MARTINEZ MORENO CC 5227714 

DEMANDADO:  Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES 
Fondo de Pensiones y Cesantías PORVENIR S.A 

RADICACIÓN:  76001310500120220002901 

 
 

ASUNTO:  PODER ESPECIAL  
 
 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
1.144.041.976 de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA 
Y ASOCIADOS ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad 

con domicilio principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 
de julio de 2010 de la Notaria Cuarta (04) de Cali, inscrita en cámara y comercio el 06 de julio 

de 2015 con el No 9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de 
junio de 2015 de la Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 
2015 con el No. 9038 del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora 

Colombiana de Pensiones-Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa 
jurídica de esta Entidad dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado 

mediante la escritura pública No. 3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) 
del Círculo de Bogotá. 
 

A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la Doctora JENNY 
PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ, igualmente mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1.116.248.568 de Tuluá y portadora de la Tarjeta Profesional No. 

305.543 del C.S.J., la apoderada queda revestida de las mismas facultades otorgadas a la 
suscrita, como las de conciliar, transigir, desistir, sustituir, reasumir, renunciar a este poder y 

de las demás facultades que sean necesarias para el cumplimiento de este mandato, según lo 
establece el Art. 77 del C.G.P 
 

En consecuencia, sírvase reconocer personería a la Doctora JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ, 
en los términos del presente mandato. 

 
Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 
 

De Usted, respetuosamente,    Acepto, 
 

  
  
__________________________  ___________________________ 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO  JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ  
C.C. No. 1.144.041.976 de Cali   C.C. No. 1.116.248.568 de Tuluá 
T.P. No. 258.258 del C. S. J.   T.P. No. 305.543 del C. S. J. 
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